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La nueva Constitución Política del Esta-
do ha creado un formidable escenario de 
oportunidades para poner en acción, con 
una amplitud insospechada, mecanismos 
institucionales de democracia participati-
va, entre los cuales sobresale el dispositi-
vo de control social, objeto de reflexión de 
este trabajo. No obstante, según el curso 
que tome el actual proceso político, estas 
oportunidades podrían trocarse rápida-
mente en amenazas. Ésta es una de las 
lecciones de la historia política boliviana: 
los mecanismos de participación y control 
social tienen el rostro de Jano, pueden ser-
vir al Estado para “vigilar” a la sociedad 
civil o pueden ser empleados por los ciu-
dadanos para limitar el abuso del poder. 
El tópico no es nuevo en Bolivia, cierta-
mente, pero el actual proceso político ha 
renovado y ampliado tanto los “juegos de 
lenguaje” como la trama político-jurídica 
que envuelve y define el mecanismo de 
control social y justamente en ello radi-
ca el interés académico y político de este 
texto. 

Para explorar los alcances, limitacio-
nes y sobre todo las paradojas de la figu-
ra del control social en Bolivia, en tanto 
dispositivo de la democracia participati-
va, resulta pues indispensable examinar 

las disposiciones constitucionales sobre 
esta materia. Pero una visión más ambi-
ciosa debe transponer los límites del tex-
to constitucional para aproximarse tanto 
a las experiencias de participación social 
en Bolivia como a la discusión contem-
poránea, sociológica y política, sobre los 
principios y mecanismos de la democra-
cia participativa. No obstante, advierto de 
antemano que todo lo que puede decirse 
al respecto será provisorio e insuficiente 
puesto que se trata de un proceso en flujo, 
cuyo desemboque me parece por ahora 
marcado por el signo de la contingencia. 

De hecho, estoy persuadido de que 
hoy en día, entre los bolivianos, la idea 
de la democracia participativa goza de 
un enorme prestigio: la simple mención 
del término “participación” evoca uto-
pías y esperanzas en una sociedad nue-
va, emancipada, descolonizada, en todo 
caso radicalmente democrática. Sin duda, 
estas expectativas o imaginarios tienen 
su origen y justificación en las prome-
sas incumplidas de la democracia repre-
sentativa en Bolivia. Pero este genuino 
entusiasmo revolucionario contrasta ní-
tidamente con la penuria de conceptos 
e instrumentos teóricos con los cuales 
políticos e intelectuales intentan definir 

Los poderes de control 
Materiales para el debate sobre la democracia participativa 

Jorge Komadina Rimassa15

15	 Sociólogo, docente e investigador de la Carrera de Sociología de la Universidad Mayor de San Simón y con-
sultor del Centro de Estudios Aplicados a los derechos Económicos, Sociales y Culturales (CEADESC). Ha 
publicado diversos libros y artículos especializados sobre temáticas políticas y culturales. 



40

TRASPATIOS, Marzo 2011, número 2

la singularidad histórica de este aconte-
cimiento, la democracia participativa. En 
todo caso, este texto trata de aportar con 
materiales analíticos y empíricos al de-
bate académico y político sobre el control 
social y, en general, sobre la democracia 
en Bolivia.

1. Experiencias de control social en 
Bolivia

En los estudios sociológicos bolivianos 
es posible discernir tres problemáticas 
generales sobre el control social, íntima-
mente vinculadas con experiencias histó-
ricas de ruptura política y cambio social. 
La primera de ellas es la experiencia del 
control obrero en las minas durante los 
gobiernos de la Revolución Nacional, 
visible de manera particularmente in-
tensa en la primera gestión de Víctor Paz 
Estenssoro (1952-1956), pero también 
durante los gobiernos del General Juan 
José Torres (1970-1971) y de Hernán Siles 
Suazo (1982-1985). La segunda proble-
mática remite a la experiencia vivida en 
el país como consecuencia de la aplica-
ción de la Ley de Participación Popular. 
La aprobación de la nueva Constitución 
Política del Estado, en el marco del ac-
tual “proceso de cambio”, inaugura un 
tercer continente de problemas, cuyos 
contornos legales y políticos sobrepasan 
en amplitud y profundidad las anterio-
res experiencias16. Veamos pues los ras-
gos principales de esos acontecimientos. 

 El control obrero en la minas

La célebre Tesis de Pulacayo aprobada en 
el tercer Congreso de la Federación Sin-
dical de Trabajadores Mineros de Bolivia 
(fstmb), en noviembre de 1946, diseñó 
una controvertida ruta política estratégica 
para los trabajadores mineros bolivianos, 
pero también postuló el “control obrero 
en las minas” con el propósito de “reali-
zar un efectivo control de los obreros en 
todos los aspectos del funcionamiento de 
las minas”. De modo más concreto, este 
documento propuso: 

“Tenemos que romper los secretos patrona-
les de explotación, de contabilidad, de téc-
nica, de transformación de minerales, etc., 
para establecer la directa intervención de 
los trabajadores como tales en dichos “se-
cretos”. Ya que nuestro objetivo es la ocupa-
ción de las minas, tenemos que interesarnos 
en sacar a la luz del día los secretos patrona-
les” (Tesis de Pulacayo). 

Esta demanda fue permanentemente 
recreada desde 1946 hasta 1985 y se con-
virtió en una suerte de habitus sindical y 
político del movimiento minero bolivia-
no. La idea de conocer “en la práctica” los 
procesos productivos, administrativos y 
contables de las empresas mineras para 
ponerlos en funcionamiento, en la hipó-
tesis de una “toma de las minas”, fue una 
consigna que tenía alcances políticos tác-
ticos y debía leerse en consecuencia como 
un paso decisivo para la toma del poder 
y la institución de un gobierno obrero. 

16	 De acuerdo con los estudiosos del tema, además de las ya nombradas, existirían otras experiencias de control 
social. Así, de acuerdo a Raúl España et al (2005), las normas y procedimientos propios de las comunidades 
indígenas, condensadas en la compleja noción andina de thaki, incorporan formas de control social que no 
dependen de la separación sociedad civil-Estado. En otro estudio (Alem, 2007), se propone considerar al  sis-
tema de co-gobierno paritario docente y estudiantil, válido en el ámbito de la universidad pública boliviana, 
como parte de las diversas prácticas de control social. Aunque, ciertamente, estos casos pueden caber en un 
concepto amplio de control social, ellos no son tomados en cuenta en este trabajo porque tienen características 
polémicas para la definición de control social que se postula en la segunda parte. 
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Para el ex dirigente minero Filemón Es-
cobar, las demandas de control obrero y 
cogobierno constituyen una “tendencia 
de las masas al autogobierno… [Modali-
dad de] participación de las masas en el 
espíritu del ayllu y la comunidad agraria 
que se expresa en formas de democracia 
propia” (Escobar 1987: 118-119). Desde 
esta visión, que comparte en este punto la 
herencia ideológica de la Tesis de Pulaca-
yo, el control social formaría parte de una 
estrategia de poder que permitiría que los 
sindicatos mineros y la Central Obrera 
Boliviana (cob) ocupen paulatinamente 
el aparato productivo del país para luego 
ocupar plenamente el poder político. Por 
lo tanto, el control social estaba ligado con 
la demanda del cogobierno que se plan-
tea en 1952, en la coyuntura 1970-1971 y 
en el periodo 1982-1985, durante el go-
bierno de la Unidad Democrática Popular 
(udp)17. En esa misma línea de argumen-
tación, Jorge Lazarte escribió en 1987 que 
la “cogestión obrera mayoritaria constitu-
ye la experiencia más avanzada de par-
ticipación de los trabajadores bolivianos 
en la dirección de la empresa” (Lazarte 
1987:205) Aún más, se decía entonces que 
esa experiencia era una contribución fun-
damental del movimiento obrero bolivia-
no a la luchas obreras latinoamericanas. 

Con la fundación de la cob en abril de 
1952, los dirigentes mineros demandaron 
al primer gobierno del mnr el “control 
obrero con poder de veto” en las empre-
sas de la Corporación Minera de Bolivia 
(comibol), en el marco del acuerdo de 
“cogestión” mnr-cob que caracterizó la 

primera fase de la Revolución Naciona-
lista. El control obrero fue instituido for-
malmente mediante el Decreto Supremo 
de Nacionalización de las Minas, emitido 
el 31 de octubre de 1952, pero fue regla-
mentado, también mediante Decreto Su-
premo, recién el 15 de diciembre de 1953; 
en este último se define la participación 
de los trabajadores mineros en la “super-
visión e inspección de los aspectos admi-
nistrativo, económico y financiero” de la 
comibol (Lazarte 1987: 208). Además, 
este fuero sindical estaba complementado 
y fortalecido por el “derecho de veto”, re-
curso que sólo podía ser aplicado en los 
niveles administrativos y en el ámbito de 
las relaciones laborales –excluyendo la 
política general y el ámbito técnico–, pero 
además podía ser anulado desde el Minis-
terio de Minas. En 1963, argumentando 
que el control obrero no cumplió las fina-
lidades que se propuso, el último gobier-
no de Paz Estenssoro lo dejó en suspenso, 
lo que implicaba en otros términos darle 
un certificado de defunción. 

En efecto, el control obrero no tuvo el 
impacto esperado inicialmente y confron-
tó serios problemas políticos y técnicos 
que provocaron su fracaso. De acuerdo 
con Raúl España et al (2005: 16-19), esta 
conquista obrera se habría debilitado se-
riamente por su “apropiación, manipula-
ción e instrumentalización” por parte del 
gobierno, debido a una negativa “influen-
cia político-partidaria” que se ejerció des-
de la Plaza Murillo18. Ahora bien, entre 
los estudiosos de este tema (Lazarte, 1987, 
Escobar, 1987, España 2005) se suelen 

17	 De acuerdo con Filemón Escobar (1987), otra de las formas de cogestión que se implementó durante el go-
bierno de la UDP fue la creación de la Corporación Agropecuaria Campesina (CORACA), defendida por la 
Confederación Sindical Única de Trabajadores  Campesinos de Bolivia (CSUTCB).

18	 En el estudio ya citado (España, 2005), los autores han recopilado testimonios de ex dirigentes mineros a tra-
vés de los cuales se puede apreciar el manejo instrumental y clientelar del control social, particularmente por 
medio de la designación de los directores de la empresa. 
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mencionar los siguientes factores que in-
fluyeron en el fracaso de esta iniciativa: 

–	 Los directores obreros a cargo del control 
eran designados por el gobierno, hecho 
que facilitó el funcionamiento de un dis-
positivo clientelista y manipulador, ya que 
ellos no respondían a sus bases sino al par-
tido de gobierno.

–	 El mecanismo de control se burocratizó rá-
pidamente.

–	 Los dirigentes obreros carecían de conoci-
mientos y habilidades técnicas específicas 
para supervisar el manejo de la empresa.

–	 Los gobiernos del MNR boicotearon el 
control obrero.

–	 La crisis de la COMIBOL influyó negativa-
mente en el éxito de la experiencia. 

En 1971, en un escenario político sig-
nado por una profunda crisis política, 
volvió a emerger el tema del control so-
cial, en el marco de las luchas obreras por 
transformar al proceso democrático en un 
gobierno socialista dirigido por la cob. 
En mayo de 1971, el gobierno nacionalista 
del Gral. Juan José Torres, constituyó una 
comisión, con participación de la cob, 
para formular un “plan de participación 
obrera” en la comibol. Sorpresivamen-
te, a fines de ese mismo mes, el gobierno 
aprobó un decreto supremo instituyendo 
la coparticipación paritaria de los trabaja-
dores en Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Bolivianos (ypfb). A pesar de estos avan-
ces, la fstmb elaboró su propio proyecto 
de control obrero, el mismo que fue apro-
bado en junio de ese año por la llamada 
Asamblea Popular (formada por la cob 
y los partidos políticos de izquierda); en 
dicho proyecto se incluyó la figura de la 
participación obrera paritaria en la em-
presa minera estatal. El gesto de descon-
fianza de la cob hacia el gobierno de To-
rres no fue una casualidad, puesto que era 
la tensión política central de ese proceso. 
En los hechos, ninguno de los proyectos 

de control social pudo ser aplicado por-
que el 21 de agosto de 1971 se produjo el 
golpe militar dirigido por el entonces co-
ronel Hugo Banzer Suárez que sepultó la 
democracia durante siete largos años. 

Concluido el ciclo de gobiernos mili-
tares autoritarios (1971-1982), durante el 
gobierno de udp y en medio de una pro-
funda crisis económica, marcada por el 
derrumbe de los precios de los minerales 
en el mercado internacional y por el de-
bilitamiento de las empresas estatales, la 
reivindicación del control obrero volvió a 
ser planteada; es mas, ella adquirió aun 
mayor fuerza a través de la fórmula “co-
gestión obrera mayoritaria”. Esta fórmula 
implicó pues una radicalización respecto 
a las propuestas previas porque el control 
social debía ejercerse no sólo en el direc-
torio de la comibol, además propuso un 
mecanismo para la designación democrá-
tica, vía asamblea sindical, de los delega-
dos obreros que debían ejercer este poder 
indirecto. 

Acosado por la oposición que contro-
laba el Congreso, con serios problemas in-
ternos y en medio de una hiperinflación, 
el gobierno de Hernán Siles Suazo fue du-
ramente presionado por las movilizacio-
nes de la cob para aprobar la fórmula de 
cogestión de la fstmb. El 23 de septiembre 
de 1983, el gobierno sancionó un decreto 
que reconocía la cogestión mayoritaria en 
la comibol, pero que presentaba impor-
tantes diferencias respecto a la propuesta 
obrera. La aplicación del dispositivo de 
control social tuvo resultados muy po-
bres, que no llenaron las expectativas de 
los obreros y tampoco del gobierno del Dr. 
Siles. El brusco descenso de los precios de 
los minerales en el mercado mundial, el 
agotamiento de los yacimientos mineros, 
el uso de tecnologías obsoletas y la mala 
administración llevaron a la comibol a la 
peor crisis de su historia. En ese contexto 
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era muy difícil que el control obrero rin-
diera sus frutos esperados. A este cuadro, 
se añade la permanente confrontación en-
tre la cob y el cogobierno de la udp, que 
estaban dotados de diferentes visiones so-
bre el mecanismo participativo. De acuer-
do con Lazarte (1987: 241), existía una 
“censura cerrada entre la lógica estatalista 
de la cogestión y la lógica social civilista”. 
A pesar de los esfuerzos de ambas partes, 
estas visiones no encontraron un lenguaje 
común y precipitaron en su enfrentamien-
to la estrepitosa caída de la udp.

1.2. La participación popular 
y el mecanismo de control social 

Pero la experiencia más importante (y 
más próxima) de control social en Boli-
via proviene del llamado “proceso de 
participación popular”. Ella ha atraído 
además el interés de muchos cientistas 
sociales. Como es ampliamente conoci-
do, este proceso se inició en 1994 con la 
promulgación de la Ley de Participación 
Popular (lpp), que fue “reconducida” en 
1995 con la Ley de Descentralización Ad-
ministrativa (lda) y en 1999 con la Ley 
de Municipalidades. La lpp se propuso 
promover la participación social a tra-
vés de las Organizaciones Territoriales 
de Base (otbs), otorgándoles personería 
jurídica, recursos y obligaciones. Poste-
riormente, se creó la figura de los Comi-
tés de Vigilancia, entidades encargadas 
del control de los recursos municipales, 
la vigilancia en la formulación y cumpli-
miento de los Planes de Desarrollo Mu-
nicipal, la formulación y ejecución de los 
Planes Operativos Anuales. No obstante, 
una de las consecuencias de la creación 
de los Comités fue el debilitamiento de 
las formas tradicionales de organización 
previamente constituidas: la amplia di-
versidad organizativa se redujo a una 

modalidad predominante y controlada 
muy de cerca por el Estado. 

En un segundo momento, este proceso 
fue complementado por las experiencias 
del Foro Jubileo para la condonación de 
la deuda externa y por la promulgación 
de las Leyes del Diálogo Nacional y la Es-
trategia Boliviana de Reducción de la Po-
breza (ebrp). En estas leyes de “segunda 
generación” se reconocen derechos para 
que la sociedad civil pueda ejercer control 
y vigilancia sobre el Estado. El año 2000, 
se realizó una consulta para que los fondos 
efectivamente liberados de la deuda ex-
terna, gracias a una campaña de la Iglesia 
católica para condonar esa deuda, puedan 
llegar a los sectores más excluidos y pobres 
de la sociedad boliviana. Se planteó enton-
ces la creación del Mecanismo de Control 
Social (mcs) para realizar el seguimiento y 
vigilancia de dichos fondos. Aunque estas 
iniciativas generaron enormes expectativas 
entre la población, los gobiernos de Hugo 
Banzer Suárez y Jorge Quiroga Ramírez no 
lograron desarrollar institucionalmente el 
mcs y tampoco consiguieron arraigarlo en-
tre la población; éste languideció en medio 
de la tormenta política que se inició con la 
Guerra del Agua (2000) y se cerró con la in-
vestidura del presidente Evo Morales, en 
enero de 2006. 

Pues bien, la evaluación general del 
proceso de participación popular, tanto en 
su primera como en su segunda fase, ha 
sido realizada por varios investigadores 
bolivianos. No es el momento de recapitu-
lar este balance. No obstante, vale la pena 
destacar algunas conclusiones de esas in-
vestigaciones (España, 2005; Boutier 1997; 
Ayo, 2004, Alem, 2007; Bedregal, 2005) en 
lo concerniente a los componentes de con-
trol social y participación: 

–	 Se trató de un proceso con muy poca legi-
timidad puesto que fue impuesto “desde 
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arriba” y no respondió a las necesidades 
reales y concretas de la gente. 

–	 El dispositivo altamente formalizado inhi-
bió y distorsionó la participación y el con-
trol social. 

–	 Muchos sectores sociales fueron excluidos, 
no se reconoció la gran diversidad organi-
zativa de la sociedad boliviana. 

–	 El rol de los consultores expertos y los 
operadores fue sobredimensionado y qui-
tó poder a las organizaciones sociales.

–	 Las organizaciones sociales involucradas 
carecieron de autonomía social para ejercer 
el contrapoder, se instaló en consecuencia 
un mecanismo clientelar y meramente ins-
trumental. 

–	 En su segundo momento, marcado por la 
Ley del diálogo, el proceso dependió ín-
tegramente de los recursos de la coopera-
ción internacional. 

Finalmente, dichos estudios coinciden 
en afirmar que las movilizaciones socia-
les que se produjeron entre los años 2000 
y 2005 fueron una constatación elocuente 
del fracaso del proceso de participación 
y control social. A partir de 2006, se abre 
un nuevo ciclo estatal en Bolivia que re-
define las relaciones entre el Estado y la 
sociedad civil, que plantea el tema de la 
participación y control social en nuevos 
términos. 

1.3 La esquiva figura del control social 
en el proceso de cambio

Durante el largo y conflictivo proceso 
constituyente (2006-2008), diversas orga-
nizaciones políticas y ciudadanas plan-
tearon en la Asamblea Constituyente 
la necesidad de introducir en la nueva 
Constitución Política del Estado la figu-
ra del control social o, dicho en términos 
más generales, propusieron instituir nue-
vas formas de participación ciudadana en 
el Estado. Así, Unidad Nacional postuló 
la organización de un “Poder Ciudada-
no”; el Movimiento Nacionalista Revo-

lucionario sugirió un inédito “Poder de 
Transparencia” a cargo de la “oposición”; 
otras organizaciones plantearon las figu-
ras de “Poder Fiscalizador”, “Poder Po-
pular” y “Poder Social”. 

Ahora bien, más allá de sus matices o 
de las diferencias de fondo, en todos los 
casos se trataba de imaginar institucio-
nes democráticas participativas y directas 
destinadas a complementar y enriquecer 
la idea de la democracia representativa. 
Entre esas propuestas sobresalió la del 
Pacto de Unidad, bloque mayoritario en 
la Asamblea, que abogó por la creación 
del “Poder Social Plurinacional” como 
un cuarto poder del Estado, “constituido 
como un órgano independiente y autóno-
mo de control de los otros poderes” (Art. 
114 de ese proyecto). De acuerdo a la pro-
puesta original, este poder se desempeña-
ría desde “fuera” del Gobierno como una 
fuerza independiente de los otros poderes 
(de hecho, contaría con mecanismos de 
elección propios) e intervendría no sólo 
en la fiscalización y seguimiento de la 
gestión pública, sino también participaría 
con voz propia en los ámbitos de decisión 
gubernamental. 

Este planteamiento fue intensamente 
debatido dentro y fuera de la Asamblea, 
pero también generó una gran polémica 
al interior del Movimiento Al Socialismo 
(mas); mientras los sectores radicales con-
cebían el Poder Social como la alternativa 
institucional a la democracia representa-
tiva, los sectores pragmáticos enfatiza-
ron la inviabilidad institucional de esa 
propuesta. Aún más, algunos sectores de 
esa organización consideraron poco per-
tinente reforzar instituciones para cana-
lizar acciones colectivas desde “fuera del 
Estado”, en una coyuntura política cuya 
característica central es precisamente el 
control del Estado por parte de los movi-
mientos sociales. 
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Sea como fuese, el texto constitucio-
nal aprobado en Oruro en diciembre de 
2007 no menciona en absoluto en término 
“cuarto poder” planteado por el Pacto de 
Unidad y tampoco define al cs como un 
órgano de igual jerarquía respecto a los 
otros poderes del Estado. En ese docu-
mento se plantea otro concepto: “El pue-
blo soberano, por medio de la sociedad 
civil organizada, participará en la toma 
decisiones de las políticas públicas” (Art. 
241 del documento aprobado en Oruro). 
No obstante, en su última y definitiva 
versión (“corregida” por el Congreso), la 
facultad de “decisión” del cs fue sustitui-
da por la “participación” a secas, limitán-
dose, de esta manera, las posibilidades de 
futuros conflictos de poder con los órga-
nos ejecutivos.

Estas vacilaciones y contrasentidos 
expresan, por una parte, los límites es-
tructurales del propio proceso de cambio, 
entre ellos la gran dificultad de imaginar 
instituciones democráticas alternativas y 
radicales, pero por otra parte estas vici-
situdes pueden ser leídas también como 
una profunda crítica al sistema liberal re-
presentativo y como una búsqueda per-
manente de nuevos espacios de participa-
ción política. 

Ahora bien, el proceso político que se 
inició en enero de 2005 con la investidu-
ra del presidente Evo Morales no es un 
mero cambio de gobierno, sino el inicio 
de un nuevo ciclo estatal que se caracte-
riza por transformaciones importantes en 
la estructura del Estado (expresadas jus-
tamente en la nueva Constitución), pero 
también en las modalidades de relaciona-
miento entre el Estado y los grupos estra-
tégicos de la sociedad civil. Para desplegar 

el argumento central de este trabajo es im-
portante referirse a una de las tendencias 
de cambio presentes en esta coyuntura. 
Ella está relacionada con el régimen de 
gobierno del nuevo Estado. De acuerdo al 
Art. 11 de la nueva cpe, se dice que “Bo-
livia adopta para su gobierno la forma 
democrática participativa, representativa y 
comunitaria”19. Asimismo, en el Art. 12. ii. 
se determina que el cs forma parte de las 
“funciones estatales” junto a la defensa de 
la sociedad y la defensa del Estado. En el 
Título de Derechos, el Art. 24 establece el 
“Derecho a acceder a información o “de-
recho de petición” (aunque éste ya estaba 
reconocido en la anterior cpe y en el Art. 
26. ii. 5 se ampara el “Derecho a fiscali-
zar los actos públicos”. Pues bien, estas 
definiciones (y otras del mismo tenor que 
atraviesan el texto) son sustantivas: des-
centran y desestabilizan (aunque no di-
suelve) la añeja tradición constitucional 
boliviana, que desde sus primeras versio-
nes, consagró a la democracia representa-
tiva como el mejor régimen de gobierno 
y abre las puertas para la aplicación de 
distintos mecanismos de participación de 
la sociedad en los asuntos: el referéndum, 
el proceso revocatorio, las asambleas y ca-
bildos. Aunque la Constitución no nom-
bra explícitamente al control social como 
parte de esos dispositivos, resulta eviden-
te que forma parte de ese horizonte, tanto 
por sus objetivos como por sus procedi-
mientos. Pero, al mismo tiempo, en ella se 
advierten grandes vacios y ambigüedades 
sobre este tema, que se intentan analizar a 
continuación como un objeto multidimen-
sional. Sin embargo, antes es necesario ex-
plicar nuestro concepto y nuestras hipóte-
sis de trabajo sobre el control social. 

19	 Subrayado mío. 
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2. Las problemáticas teóricas del control 
social 

2.1 El control social en la teoría sociológica 

El concepto de control social es uno de los 
más antiguos pero también uno de los más 
ambiguos de la teoría sociológica. De he-
cho, sus usos tienen una inequívoca natu-
raleza deíctica, es decir, se trata de palabras 
que tienen un referente pero no un senti-
do susceptible de ser enunciado indepen-
dientemente del contexto de enunciación 
(Passeron, 1991: 399). No existe pues una 
teoría con T mayúscula del control social 
sino diferentes y variados usos analíticos, 
muy a pesar de los esfuerzos de algunos 
sociólogos tentados por la ambición de 
elaborar una suerte de teoría general20. 
De acuerdo con los sociólogos franceses 
Raymond Boudon y François Bourricaud 
(1994: 120) existirían dos grandes campos 
teóricos sobre este objeto. El primero de 
ellos tendría una connotación “positiva” 
y se habría desarrollado particularmen-
te en la sociología norteamericana; en el 
segundo caso, el concepto tendría una 
impronta “negativa” (“controlar es vigi-
lar”) y habría sido empleado de manera 
privilegiada por la tradición sociológica 
europea, especialmente francesa. Darío 
Melossi (1992: 17), uno de los especialis-
tas sobre el tema, también discierne entre 
las teorías que giran en torno a la idea de 
control social reactivo respecto de aquellas 
que privilegian su carácter activo. En el 
primer caso, dice este autor, el concepto 
específico remite a la inhibición y repre-
sión de ciertas conductas, se disuelve en 

la vasta noción del Estado, el gran apa-
rato de control y vigilancia; en cambio, 
en el segundo caso éste opera mediante 
instituciones y mecanismos que producen 
o estimulan un comportamiento (en vez 
de prohibirlo) que fortalece el lazo social. 
Veamos los elementos centrales de ambos 
enfoques. 

Uno de los usos más conocidos de 
este concepto en la tradición sociológica 
norteamericana, aunque no el más rele-
vante para este estudio, se vincula con los 
mecanismos normativos e instituciona-
les que debe emplear una sociedad para 
neutralizar o eliminar la criminalidad y 
la llamada “conducta desviada”. En este 
marco, el control social sería la “respuesta 
funcional al crimen, la reacción societal a 
la desviación o la reproducción del orden 
social subyacente” (Deflem, 2007:4). Para 
la tradición funcionalista fundada por Tal-
cott Parsons, el control social sería la cul-
minación de la teoría de la desviación y 
el crimen porque su sentido –su función– 
radicaría justamente en la estabilización 
de la sociedad a través del castigo y la 
rehabilitación del delincuente. Pero, estos 
mecanismos no se circunscribirían al uso 
de la violencia estatal, sino al “conjunto 
de recursos materiales y simbólicos que 
dispone una sociedad para asegurar la 
conformidad del comportamiento de sus 
miembros a un conjunto de reglas y prin-
cipios prescritos y sancionados” (Boudon: 
120). 

En realidad, la noción de control social 
está vinculada estrechamente con la tra-
dición sociológica inaugurada por Émile 
Durkheim y fue inicialmente concebida 

20	 Éste es el caso de Donald Black (1997) quien ha propuesto un modelo teórico para analizar las diversas formas 
de control social que son de tipo penal, compensatorio, terapéutico y conciliatorio. A pesar de esa multiplici-
dad empírica, el control social se expresaría en la Ley, cuya función cultural consiste en establecer los límites 
entre lo bueno y lo malo y cuya función coercitiva es prescribir sanciones para las conductas desviadas. A su 
vez, la Ley está enraizada en el régimen cultural que prevalece en una sociedad. 
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como una respuesta correctiva de la “so-
ciedad” a la “desviación” de los indivi-
duos o grupos sociales respecto a las nor-
mas o pautas culturales predominantes, 
sean estas explícitas o implícitas. En esta 
vena teórica, el control social se definiría 
como el conjunto de mecanismos em-
pleados para inducir comportamientos 
acordes con un sistema normativo, que 
incluyen también mecanismos para co-
rregir las infracciones y evitar su repeti-
ción. Ahora bien, el delito no es la única 
forma de desviación, en realidad se trata 
de un concepto más amplio (pero más 
ambiguo) porque involucra individuos 
o grupos no conformes o refractarios con 
dichos valores o normas. Por lo tanto, 
aunque tiene un andamiaje institucional 
represivo conformado por la policía, el 
sistema judicial, el sistema penitenciario, 
etc. también funciona a través de institu-
ciones que inculcan o inducen cierto tipo 
de conductas; para Durkheim, el sistema 
educativo jugaba un rol central (la escue-
la era la “fabrica del ciudadano”); para 
Talcott Parsons, ese rol le correspondería 
a la familia. Pero, además de estos dispo-
sitivos institucionales de socialización, el 
también es ejercido a través de mecanis-
mos informales y difusos como la censu-
ra moral a cierto tipo de conductas. No 
obstante, la sociología durkheimniana no 
es exactamente una sociología del delito 
sino una teoría sobre las formas de repro-
ducción de la sociedad en la medida en 
que la desviación es concebida como un 
hecho que permite visibilizar los “límites 
morales”, es decir, trazar una línea entre 
el bien y el mal, pero además facilita la co-
hesión de la sociedad, el fortalecimiento 
de los lazos sociales, frente a las fuerzas 
centrípetas.

Los trabajos de Stanley Cohen (1985, 
1989) han llamado la atención sobre el 
carácter “negativo” del control social, 

concebido éste como una función de vigi-
lancia y represión ejercida por el Estado. 
De acuerdo a uno de sus argumentos cen-
trales, las transformaciones históricas en 
los mecanismos del control social tienden 
a ser más humanos y racionales, mucho 
más eficientes respecto a los viejos siste-
mas represivos basados en el suplicio y 
la tortura. No es difícil discernir en estas 
afirmaciones la influencia de los trabajos 
de Michel Foucault, particularmente Vi-
gilar y castigar (1975), sobre el nacimiento 
y desarrollo de las instituciones peniten-
ciarias y el nacimiento de las disciplinas, 
es decir de los poderes productivos y úti-
les, poderes que no prohíben ni torturan. 
El modelo del panóptico propuesto por 
Foucault permite apreciar la importancia 
del secreto y del control de los flujos de 
información: “El panóptico es una má-
quina de disociar la dupla ver-ser visto: en 
el anillo periférico se es visto totalmente, 
sin jamás ver; en la torre central, se ve 
todo, sin ser jamás visto” (:203). En otros 
términos, el poder estatal (la “torre cen-
tral”) convierte a los individuos en meros 
objetos de información y vigilancia, sin 
lograr ellos constituirse como sujetos de 
comunicación. Prolongando los trabajos 
de Foucault, Gilles Deleuze (1999: 277 y 
siguientes) propone considerar transfor-
maciones en las lógicas e instituciones 
disciplinarias: En el régimen carcelario, la 
utilización de “collares electrónicos que 
imponen al condenado la permanencia 
en su domicilio durante ciertas horas”; en 
el régimen escolar, las formas de control y 
evaluación continua, etc. 

Veamos ahora las principales ideas del 
enfoque activo o “positivo”, entre los cua-
les destaca –ciertamente– el trabajo de la 
llamada “teoría interaccionista” o Escuela 
de Chicago, cuyos perfiles más altos y ní-
tidos se hallan en los trabajos de psicolo-
gía social de George H. Mead y Edward 
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A. Ross. Mead criticó vigorosamente la 
idea de que el control social emanaba des-
de un “centro” de mando de la sociedad 
–llámese el Estado, la iglesia o las elites– 
bajo la forma de prohibiciones y censuras. 
Lo esencial de la hipótesis interaccionista 
consistía en sostener la existencia de un 
“vinculo funcional” entre el discurso (de-
finido como una “conversación articula-
da que resulta posible mediante el uso de 
símbolos significantes”) y los “conjuntos 
de acción colectiva que guardan relación 
con aquel” (Melossi, 1992: 161). Éste fue 
concebido como un proceso de interacción 
social entre el Yo y los Otros que se pro-
ducía en y a través del lenguaje. A partir 
de esta idea, Mead y otros sociólogos nor-
teamericanos invirtieron el esquema de 
socialización elaborado por la sociología 
clásica europea, a saber: el individuo debe 
interiorizar valores y patrones de conduc-
ta consagrados por un “todo civilizado” 
para no sufrir sanciones de diferente tipo. 
Al contrario, el interaccionismo privilegió 
el “estudio de redes de individuos y de 
grupos interactuantes, especialmente en 
el contexto de la gran urbe” (:161). El con-
trol social está pues asociado con las ca-
pacidades de los individuos de modificar 
permanentemente su conducta tomando 
en consideración las expectativas de los 
otros, es decir, a través de la armonización 
del “auto control” con el ejercido por los 
otros. Ambos términos se confunden. Se 
trataría entonces de una modalidad “fuer-
te” del concepto basada en la producción 
de comportamiento (consentimiento) que 
contrasta con las formas “débiles” que 
trabajan con la censura y no tienen capa-
cidad de generar conductas. 

Otro elemento importante para este 
enfoque teórico es la vinculación entre esa 
forma de y la democracia. El régimen de-
mocrático se adecuaba mejor a este mode-
lo interaccionista puesto que aseguraba el 

“intercambio comunicativo y el diálogo”. 
La democracia de opinión y la existencia 
de un “público” eran las condiciones para 
la interacción comunicativa y por ende 
conformaban un entorno hospitalario 
para fortalecer el control social. Como lo 
han sugerido algunos críticos, esta teoría 
debe ser leída en el contexto del debate 
sobre la integración democrática de las cul-
turas, grupos y organizaciones en conflic-
to que tuvo lugar en los Estados Unidos 
en la década de los años 30, en términos 
de Melossi: “El problema radicaba en el 
restablecimiento de un universo de signi-
ficados generales en una sociedad honda-
mente dividida al estilo de Babel, y en la 
cual se habían perdido la mayor parte de 
los antiguos lazos tradicionales” (Melos-
si: 164). En este marco teórico la idea de 
“público” es particularmente importante 
porque las interacciones comunicativas 
suponen la presencia de ciudadanos ac-
tivos, dotados de información y conoci-
mientos, organizados y con un sentido 
crítico respecto a los poderes. 

A pesar de su importancia y origina-
lidad, las ideas de Mead y los interaccio-
nistas de la Escuela de Chicago han sido 
severamente cuestionadas desde distin-
tos puntos de vista, particularmente con 
relación a la visión idealista que sostiene 
su concepto del público: en una democra-
cia de masas el “público” está confronta-
do a la manipulación y a la desinforma-
ción generada por poderosos consorcios 
de medios de comunicación, que cuentan 
con enormes recursos financieros y tec-
nológicos para modelar la estructura de 
significación de los ciudadanos. La visión 
de Mead está vinculada con la nación de 
“esfera pública” que será teorizada por 
Jurguen Habermas como un espacio de 
debate entre los intereses y visiones parti-
culares que buscan consensos sobre el bien 
común. Según Habermas la deliberación 
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en el espacio público no estatal permite 
crear consensos y lograr acuerdos por la 
vía de un intercambio de argumentos ra-
cionales, es decir, permite definir el bien 
común. Sin embargo, una de las condicio-
nes de este proceso es la existencia de un 
espacio público autónomo respecto al Es-
tado y del mercado. 

En suma, el ejercicio previo ha mos-
trado que las teorías sociológicas sobre el 
control social basculan entre un sentido 
“positivo” y un sentido “negativo”. En el 
primer caso, la acción de control se ejerce 
desde la sociedad civil hacia el Estado con 
el propósito de fortalecer el lazo social y 
crear el bien común. En el segundo caso, 
el Estado vigila y controla la sociedad ci-
vil para fortalecer y legitimar su poder, no 
sólo a través de mecanismos represivos, 
sino también y sobre todo por medio de 
instituciones disciplinarias como la es-
cuela. ¿Cuál de estas lecturas nos resulta 
útil para los fines de este trabajo? Ambas, 
puesto que los mecanismos de control 
pueden ser empleados en uno u otro sen-
tido en función de los juegos estratégicos 
de la política. 

2.1 La democracia y los poderes de control 

En este trabajo, las ideas de control y par-
ticipación social están enquistadas en una 
problemática mayor: la cuestión de la de-
mocracia. Aquí me interesa destacar que, 
desde sus orígenes, la democracia ha es-
tado tensionada en torno a dos tipos de 
legitimidad. Por una parte, es indiscutible 
que ella proviene del ejercicio del sufra-
gio por medio del cual se instituye el go-
bierno y se eligen a los gobernantes. Por 
otra parte, los gobernados siempre han 
aspirado a ejercer un control permanen-
te y no esporádico sobre los mandatarios. 
Los mecanismos de la democracia re-
presentativa constituyen los andamiajes 

institucionales del primer tipo de legiti-
midad; en cambio, la aspiración a la par-
ticipación y al control permanente han 
dado lugar a diversas formas de demo-
cracia participativa o, como lo sostiene 
Pierre Rosanvallon (2007), han dado naci-
miento a los “contrapoderes” de la demo-
cracia o simplemente a la “contrademo-
cracia” que no se define como una forma 
política contraria a la democracia puesto 
que “es más bien la forma de democracia 
que contraría a la otra, la democracia de 
los poderes indirectos diseminados en el 
cuerpo social, la democracia de la descon-
fianza frente a la democracia de la legiti-
midad electoral”( ). En otros términos, no 
se trata de una “anti-democracia”, sino 
de un conjunto abigarrado de prácticas e 
instituciones que juegan el contrapunto a 
las instituciones clásicas de la democracia 
representativa. 

A pesar de su “diseminación en el 
cuerpo social”, es posible distinguir tres 
dimensiones o esferas de prácticas políti-
cas vinculadas con la contrademocracia. 
La primera está anclada en los denomi-
nados “poderes de vigilancia” que ejerce 
la sociedad civil sobre los representantes 
para controlar sus acciones y obligarlos a 
cumplir sus promesas electorales. En el 
segundo caso, la contrademocracia em-
plea los “poderes del veto y la sanción” 
que también obligan a los gobernantes 
a renunciar a algunas de sus iniciativas, 
se trata de un poder negativo cuya fina-
lidad es la obstrucción. En el tercer caso, 
finalmente, se levanta la severa figura 
del pueblo-juez que fiscaliza y juzga a las 
autoridades electas en tribunales consti-
tuidos por ciudadanos. No se alude pues 
con el nombre de contrademocracia a los 
clásicos mecanismos liberales de checks 
and balance, se trataría más bien de un 
conjunto de prácticas no institucionaliza-
das, ancladas directamente en el espacio 
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social (acaso por ello más democráticas) y 
que están encarnadas en una multitud de 
actores: los movimientos sociales, los me-
dios de comunicación, los sindicatos, aso-
ciaciones ciudadanas, asociaciones profe-
sionales, los grupos religiosos, etc. Como 
vemos, la contrademocracia emerge de las 
múltiples capacidades de organización de 
la sociedad civil, como una respuesta a la 
desconfianza de los ciudadanos respecto 
a sus gobernantes; frente a la “legitimi-
dad electoral” se levanta críticamente la 
“legitimidad de la desconfianza”, el con-
trapunto del poder.

De acuerdo con Olin Wright y Archon 
Fung (2007), dos académicos norteame-
ricanos que han estudiado experiencias 
de participación en distintos países del 
mundo, el control social “con poder de 
decisión” involucra tres principios. Pri-
mero, éste se concentra o gira en torno a 
problemas específicos y tangibles. Dos, 
se define por la participación activa de 
la gente común, sobre todo de los afecta-
dos por problemas, pero también por la 
interacción positiva de los funcionarios u 
oficinas estatales concernidas en esos pro-
blemas. Tres, la participación es efectiva 
(y no instrumental) solamente cuando se 
desarrollan las capacidades de delibera-
ción de los ciudadanos para dar efectivas 
soluciones a esos problemas.

Ahora bien, en cuanto a la forma com-
parto el punto de vista que sostiene que 
existen múltiples mecanismos y prácticas 
de control social: no es concebible un mo-
delo único. Asimismo, estos mecanismos 
son ejercidos por una miríada de actores y 
no por un sujeto privilegiado. En cuanto al 
problema de fondo, entiendo que el con-
trol social constituye un mecanismo de la 
democracia participativa cuyo ejercicio, a 

menudo conflictivo y polémico, reequili-
bra las relaciones entre el Estado y la so-
ciedad civil, complementa y enriquece la 
democracia representativa y renueva la 
legitimidad del poder. En otros términos, 
el control social se ejerce desde un ám-
bito externo al Estado, la sociedad civil, 
y demanda en consecuencia la autono-
mía de los actores, entendida esta como 
la libertad de ciudadanos e instituciones 
para deliberar, formar opiniones sobre 
asuntos públicos y para tomar decisio-
nes sin presiones o coacciones de los go-
bernantes21. Para ejercer esta autonomía 
social, los actores de la sociedad civil, in-
dividuales o colectivos, deben contar con 
algún “poder de decisión”, es decir con 
recursos formales e informales que per-
miten hacer efectiva la participación y el 
control social. 

3. Las dimensiones del control social en 
la nueva Constitución 

Hemos visto que no es fácil definir en qué 
consiste el control social. Esta dificultad 
deriva ciertamente de la gran variedad de 
experiencias e instituciones que podrían 
ser catalogadas como tales, que oscilan 
desde la participación de los ciudadanos 
en asuntos locales –que se materializa 
bajo la forma de asambleas o de conse-
jos– hasta la aplicación de mecanismos de 
consulta para la ejecución de proyectos 
puntuales (urbanísticos, medioambien-
tales, etc.), la deliberación sobre políticas 
públicas de alto vuelo y la vigilancia ciu-
dadana de procesos electorales. La perti-
nencia de pensar el control social como un 
“dispositivo” proviene justamente de esa 
heterogeneidad que recusa en sí misma 
la pretensión de una institución rígida y 

21	 En cambio la fiscalización es una actividad que se realiza desde las instancias legislativas hacia el poder ejecutivo. 
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uniforme, en tal perspectiva el dispositivo 
es un elemento (o un conjunto de elemen-
tos) flexible que cumple una “función 
estratégica” (discursiva e institucional, y 
que puede ser reajustado en permanencia 
según los contextos y las escalas22. En el 
caso del control social, el dispositivo dise-
ña el tipo de interacción entre el Estado y 
la sociedad civil, no sólo facilita ese proce-
so sino que en cierta manera lo modela. 

Ahora bien, a pesar de esa dispersión 
empírica, las experiencias de control social 
comparten algunos elementos comunes: 
ponen en cuestión las fronteras clásicas 
de la democracia representativa (la fron-
tera entre el mandante y el mandatario) 
y aparecen como instrumentos o medios 
tendientes a garantizar la participación 

de los ciudadanos o de las organizaciones 
de la sociedad civil en la discusión y en la 
toma de decisiones en los asuntos públi-
cos, pero en la mayoría de los casos esa 
participación tiene un poder limitado o 
indirecto, que no aspira a sustituir los po-
deres constituidos. 

Los elementos del dispositivo, la va-
riedad de actores que intervienen en el 
proceso, la escala de aplicación, las fuen-
tes de legitimidad, los objetivos y méto-
dos empleados conforman una comple-
jidad que demanda una aproximación 
analítica cuidadosa. Para ello, en la tabla 
1 se proponen algunas de las dimensiones 
que pueden ser incluidas en el análisis de 
un mecanismo de control social, dimen-
siones que se estudian a continuación. 

Tabla 1
Control social: Dimensiones de análisis

Quiénes – Los actores individuales o colectivos que participan en el proceso. 

Cómo – Características del dispositivo institucional. 
– Políticas públicas y resultados. 

Con qué – Recursos efectivos (directos o indirectos) para forzar la observancia 
de las normas y controles. 

– (Veto, sanciones, revocatoria, recursos constitucionales, etc.). 

– Recursos administrativos, financieros y técnicos susceptibles de ser 
activados por las instancias de control. 

Donde – Ámbitos del Estado que son objeto de control.
– Tipos de estructuras organizativas. 

	 Fuente: Adaptado de Cunill, 2003. 

3.1 Los actores del control social

Una de las preguntas que brota espontá-
neamente cuando se habla de control so-
cial es la siguiente: ¿Quiénes son los suje-
tos o los actores que tienen bajo su cargo el 
proceso? Resulta evidente de que no existe 

una sola repuesta para esta interrogante 
clave. De hecho, la posición que se adop-
te al respecto condiciona a priori una cierta 
concepción de este mecanismo, y de ahí la 
importancia de considerar este problema. 
Veamos pues, en primer lugar, como enfo-
ca esta cuestión la nueva Constitución. 

22	 Como es conocido, el concepto de dispositivo como “función estratégica” es una de las herramientas teóricas 
más importantes en la obra de Michael Foucault; no obstante, en nuestro texto la idea de dispositivo tiene un 
alcance más limitado y de ninguna manera resume la riqueza de connotaciones y usos que posee este concepto 
en la obra de Foucault.   
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En el parágrafo I del Art. 241 se esta-
blece que “El pueblo soberano, por medio 
de la sociedad civil organizada, participará 
en el diseño de las políticas públicas”23 . 
Un poco más abajo, en el parágrafo v se 
determina asimismo que “La sociedad civil 
se organizará para definir la estructura y 
composición de la participación y control 
social”. En estas disposiciones se advierte 
una contradicción lógica nada banal; en la 
primera de ellas se presume que la socie-
dad civil ya está organizada mientras que 
en la segunda se estipula que la sociedad 
civil debe imperativamente organizarse 
(en el futuro) para iniciar el proceso de 
control social, lo que implica en este caso 
la creación de novísimas instituciones de 
control, que pueden confrontarse o yuxta-
ponerse con el tejido social ya existente.

Pero las ambigüedades conceptuales 
son aún más significativas que los contra-
sentidos lógicos. Un primer problema es 
que el texto no define con claridad el con-
cepto de “sociedad civil”; se sabe que ésta 
no es una entidad uniforme, dotada de 
voluntad propia, sino un archipiélago de 
organizaciones y actores que tienen repre-
sentaciones e intereses diversos e incluso 
contradictorios. Luego, ¿cómo representar 
esta diversidad en una plataforma común 
de intereses? Pero la noción de “pueblo 
soberano” también se desplaza constan-
temente en un amplio abanico de juegos 
de lenguaje. En la nueva Constitución 
es posible identificar al menos tres nive-
les de significación relativas al “pueblo”. 
Primero, en algunos párrafos el pueblo se 
presenta como la fuente del poder y la so-
beranía; aunque incluye a todos los indi-
viduos asentados en un territorio, es algo 
más que la suma de individualidades, es 
una voluntad general que encarna el bien 

común. No obstante, en otros párrafos el 
pueblo no es una potencia sino un suje-
to conformado por los sectores excluidos 
y empobrecidos (campesinos, indígenas, 
obreros…) que se expresan inequívoca-
mente por medio de las “organizaciones 
sociales”. Finalmente, la noción de pue-
blo se diluye en un conjunto de “pueblos 
indígenas” cada uno de los cuales está 
autorizado para ejercer el autogobierno 
en una determinada jurisdicción territo-
rial. En suma, la Constitución elude este 
problema –la identificación precisa de los 
actores– y deja esta tarea en manos de la 
Asamblea Legislativa Plurinacional. 

De acuerdo a Cunill (2005) es posible 
visualizar tres tipos de actores de éste me-
canismo. Por una parte, se presentan los 
sujetos sociales directamente interesados 
en los impactos de una política o acción 
estatal (los llamados en inglés stakehol-
ders) pueden reclamar ese rol. En Bolivia 
estos actores son generalmente denomi-
nados “organizaciones sectoriales”, por-
que involucran a los grupos directamente 
concernidos en un problema, un sector; 
así, un problema de transporte involucra-
ría solamente al gremio de transportistas 
y a los poderes públicos, los directos in-
teresados, mientras que los usuarios de 
esos servicios son simplemente actores 
indirectos a fortiriori prescindibles. Resul-
ta casi innecesario añadir que esta visión 
del control social está caracterizada por la 
exclusión de la idea del bien común. 

Por otra parte, el control social pue-
de ser ejercido por organizaciones socia-
les permanentes y estables, que cuentan 
con recursos de poder para interactuar 
e incluso enfrentarse con las entidades 
y órganos del Estado. Pero, esta opción 
es también cuestionable porque estas 

23	 Cursivas mías.
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organizaciones no son portadoras de in-
tereses generales, sino de demandas cor-
porativas, pero además si se privilegia so-
lamente a los interlocutores corporativos 
fuertes se corre el grave riesgo de excluir 
a las organizaciones y de los grupos más 
débiles y con reducida o nula capacidad 
de movilización, sin capital político, para 
acceder a recursos del Estado24. Los ciuda-
danos ordinarios que no están afiliados a 
organizaciones sociales, en esta lógica, no 
podrían convertirse en actores relevantes 
del control social. 

Para Cunill (2004) si la opción es crear 
órganos específicos para el ejercicio del 
control social (como es el caso boliviano) 
no es suficiente que estén conformados por 
organizaciones sociales fuertes y con un 
cierto grado de independencia del Estado, 
es también preciso introducir mecanismos 
flexibles en estas organizaciones para que 
todos los ciudadanos individuales y/o re-
presentantes de organizaciones sociales de 
cualquier tipo, puedan constituirse en su-
jetos directos del control social. 

Sin embargo, es posible concebir este 
mecanismo como un derecho de todos los 
ciudadanos y ciudadanas, y de todas las 
organizaciones que conforman la socie-
dad civil. La idea del control social y la 

participación como un derecho de todos 
los ciudadanos (individuales o colectivos) 
es, desde mi punto de vista, la premisa 
para legislar en esta materia. 

3.1 ¿Control social con poder 
de decisión? 

La Constitución formaliza algunas de las 
competencias del control social, pero deja 
la definición de otras (complementarias 
y en ningún caso contradictorias con la 
Constitución) a la Ley específica de control 
social y en menor medida a los Estatutos 
Autonómicos y cartas orgánicas munici-
pales, en el caso de las entidades territo-
riales autonómicas. Como veremos, esta 
formalización tiene ventajas pero también 
desventajas. Sin embargo, antes es preciso 
mostrar la dualidad de funciones que es-
tablece la constitución, que es sin duda la 
dificultad mayor que se presenta. 

Las competencias establecidas en el 
Art. 242 de la nueva Constitución pueden 
ser discriminadas en dos grupos: funcio-
nes de control social y funciones de parti-
cipación, y de hecho, el título respectivo 
se llama Participación y control social. Com-
paremos pues estas competencias en la si-
guiente tabla: 

Tabla 2
Competencias de Participación y Control Social

Participación Control Social
Participar en la formulación de las políticas de Estado. Desarrollar el CS en todos los niveles de gobierno… (No se define el atributo del CS).
Apoyar al Órgano Legislativo en la construcción colectiva 
de las leyes 

Generar un manejo transparente de la información y del uso de recursos en todos 
los espacios de gestión pública.

Coordinar la planificación y control con los órganos y 
funciones del estado

Formular informes que fundamenten la solicitud de la revocatoria de mandato, de 
acuerdo al procedimiento establecido en la Constitución y la Ley.

Colaborar en los procedimientos de observación pública 
para la designación de los cargos que correspondan. 

Conocer y pronunciarse sobre los informes de gestión de los órganos y funciones 
del Estado.
Denunciar ante las instituciones correspondientes para la investigación y procesa-
miento, en los casos que se considere conveniente.

Fuente: elaboración propia en base a la CPE. 

24	 Estas premisas parecen formar parte del proyecto de ley de control social presentado por CONAMAQ, que 
privilegia a las organizaciones campesinas e indígenas. 
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En suma existen atributos tanto de 
participación como de control social, lo 
que conduce a formular una pregunta im-
portante: ¿se trata de dos caras de la mis-
ma moneda?, ¿son funciones compatibles 
y complementarias?, ¿se trata más bien 
de funciones diferentes e incluso contra-
dictorias? La palabra participar remite so-
bre todo a una función de articulación de 
las demandas sociales y su visibilización 
en instancias de planificación estatales, 
particularmente en cuanto se refiere a las 
políticas públicas en diferentes niveles. 
Esta modalidad de participación es estric-
tamente consultiva, no hay ninguna dis-
posición que fuerce u obligue al Estado a 
materializar las propuestas o visiones de 
la sociedad civil. Apoyar, coordinar, cola-
borar son acciones que implican una com-
plementación y no remiten de manera di-
recta a la decisión. En cambio, otro parece 
ser el sentido de la palabra control que 
remite a la comprobación, la inspección y 
la fiscalización, pero también se vincula al 
dominio o mando necesarios para ejecu-
tar esas acciones. En todo caso, la noción 
de control remite a una opinión externa 
sobre algo que ya ha sucedido. 

Ahora bien, la confusión entre con-
trol y participación tiene una doble im-
portancia porque permite discriminar 
entre el control que se realiza aplicado 
a los resultados de una gestión (e x - p 
o s t), pero también puede implicar el 
momento de elaboración de las decisio-
nes o políticas (e x - a n t e). En el primer 
caso, los sujetos del control social expre-
san una opinión propia sobre lo obrado 
o ex post, se inician procedimientos de 
denuncia en caso de irregularidades e 
incluso se participa en procesos de revo-
catoria; en el segundo caso, estos sujetos 
intervienen además en la deliberación de 
las decisiones antes que las acciones se 
hayan ejecutado. 

Como lo hace notar Cunill, un mismo 
órgano no puede ejercitar tanto el control 
e x - p o s t como el e x - a n t e sin compro-
meter su eficacia o su autonomía, es decir, 
no es posible ser juez y parte al mismo 
tiempo, en esta confusión de roles radica 
gran parte de los problemas observables 
en las experiencias de control social. Aquí 
es bueno resaltar que la participación 
(que involucra en cierta manera una co-
gestión con el Estado) pone en cuestión el 
principio de autonomía o independencia 
necesarias para ejercer desde afuera este 
derecho, desde la externalidad del Esta-
do, en el entendido por supuesto de que 
un sistema administrativo no puede con-
trolarse efectivamente desde adentro. Las 
experiencias que se han aplicado en diver-
sas partes del mundo muestran que estos 
recursos que son puestos a disposición de 
la ciudadanía son diversos y complemen-
tarios, entre ellos cabe citar a la revocato-
ria de mandato (reconocida ampliamente 
en la nueva Constitución boliviana) y la 
remoción de autoridades subalternas, los 
recursos administrativos y los recursos 
judiciales. 

Segundo, aquí se hacen evidentes los 
problemas que implica compartir el man-
do y el poder estratégico, es decir: ¿quién 
decide?, ¿deben los poderes constituidos 
aceptar las opiniones de los ciudadanos, 
considerando que estas cambian a menu-
do?, ¿no implica el compartir las respon-
sabilidades liberar de cierto modo de sus 
responsabilidades a las autoridades que 
han sido expresamente elegidas para tal 
cargo?, ¿la observación o la denuncia del 
control social debe tener un efecto vincu-
lante e inmediato sobre los funcionarios 
públicos? Esta última posibilidad no está 
dada, en algún grado efectivo y no sola-
mente como poder moral de condenar, no 
es posible hablar en sentido estricto de un 
poder de control puesto que se carece de 
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él. ¿Cuáles son pues específicamente estos 
recursos de poder en el caso de la CPE? 

3.2 Recursos de poder del control social 

De acuerdo con nuestro esquema analí-
tico aquí se discriminarán entre recursos 
de poder directos y recursos de poder 
indirectos. En el primer caso, de acuer-
do al punto 4 del Art. 242 de la nueva 
Constitución “la información solicitada 
por el control social no podrá denegar-
se, y será entregada de manera comple-
ta, veraz adecuada y oportuna”. Éste –la 
información pública– constituye un re-
curso estratégico para él, éste no podría 
existir si los actores no cuentan con la 
suficiente información como para emitir 
un juicio independiente y fundamenta-
do. No obstante, el acceso a información 
socialmente valiosa no es la finalidad 
del control social, es apenas un insumo 
que permite emitir un juicio de valor, 
que será fundamental para establecer 
las responsabilidades de las autoridades 
responsables. 

Segundo, la Constitución establece 
–aparentemente– un poderoso recurso 
de poder: la revocatoria del mandato, de 
la siguiente manera: “las instancias de 
control social podrán poner en marcha el 
mecanismo de la revocatorio del manda-
to a través de un informe, de acuerdo al 
complejo procedimiento establecido por 
la Constitución”. Sin embargo, el recurso 
de revocatoria, cuidadosamente codifica-
do por el texto constitucional, no es una 
atribución especifica de las instancias de 
control social (cualquier ciudadano u or-
ganización social puede plantearlo si si-
gue los procedimientos establecidos para 
tal efecto), pero tampoco tiene una vincu-
lación inmediata, sino que está obligado 
a observar una serie de pasos que culmi-
nan con un referéndum en el ámbito o 

jurisdicción en el cual ha sido planteado. 
En otros términos: la apelación al revoca-
torio puede estar justificado por razones 
que exceden el informe fundamentado y 
deliberado de un organismo de control 
social. En el mejor de los casos, este or-
ganismo pone en acción un complejo dis-
positivo en el cual intervienen decisiva-
mente los poderes ejecutivo, legislativo, 
judicial y electoral. En suma, más que de 
un recurso directo se trata de un recurso 
indirecto y ciertamente muy difícil de ser 
aplicado. 

Otro de los recursos de poder, en este 
caso indirecto, que tienen los organismos 
de control social consiste en formular una 
denuncia ante las autoridades e institucio-
nes correspondientes “para la investiga-
ción y procesamiento en los casos que se 
considere convenientes”, particularmente 
son importantes que se podrían plantear 
ante el poder judicial y ante las instancias 
de defensa de la sociedad (Defensor del 
Pueblo) y de defensa del Estado (Contra-
loría y Procuraduría), en el caso de com-
probarse responsabilidades de funciona-
rios públicos. 

En suma, el poder del control social 
es sobre todo un poder indirecto, un con-
junto de poderes indirectos, que no ame-
naza a los poderes legalmente constitui-
dos, no usurpa funciones ni al Ejecutivo 
y menos al Legislativo y Judicial. De he-
cho, la ausencia de un poder real y direc-
to constituye una gran limitación, pero 
ello no significa la ausencia de todo tipo 
de poder, porque resulta evidente que un 
pronunciamiento o una denuncia de una 
instancia de control social, sobre todo si 
se trata de un informe fundamentado y 
respaldado desde el punto de vista técni-
co y legal, goza de un poder simbólico y 
moral significativo que puede transfor-
marse en un poder real de crítica, veto y 
revocatoria. 
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 3.3 Ámbitos de ejercicio del control 
social 

A pesar de sus silencios y ambigüedades, 
la nueva Constitución boliviana es clara 
y contundente al momento de identificar 
los ámbitos estatales en los cuales debe 
funcionar el control social, estos abarcan 
prácticamente a toda la constelación de 
instituciones estatales, no sólo se incluye 
al Poder Ejecutivo y a todas sus reparti-
ciones, sino también a las cuatro entida-
des territoriales autónomas reconocidas 
por la Constitución, es decir, los departa-
mentos, los municipios, las regiones y las 
autonomías indígenas originarias. Pero, 
el control social deberá ejercerse también 
en las entidades autárquicas (el caso más 
importante es Yacimientos Petrolíferos 
Fiscales Bolivianos), descentralizadas y 
desconcentradas. Aun más: no sólo están 
abarcadas las instituciones estatales sino 
también “las empresas e instituciones pú-
blicas, mixtas o privadas que administren 
recursos fiscales”. 

Finalmente, de acuerdo al inciso 6 del 
Art. 242, una de las atribuciones del con-
trol social es “conocer y pronunciarse so-
bre los informes de gestión de los órganos 
y funciones del Estado” y la Constitución 
define que los órganos del Estado son el 
Ejecutivo, el Legislativo, el Judicial y el 
Electoral; mientras que las “funciones del 
Estado” abarcan las funciones de control, 
a cargo de la Contraloría General del Esta-
do, la función de defensa de la sociedad, a 
cargo de la defensoría del pueblo nacional 
y las contralorías departamentales, la fun-
ción de defensa del Estado a cargo del la 
Procuraduría General del Estado. Es de-
cir, control de la sociedad de las instancias 

encargadas de la accountability horizontal 
que el Estado ejerce sobre su propio fun-
cionamiento a través de organismos espe-
cializados25. 

Se trata entonces en suma de un dis-
positivo transversal de gran amplitud y 
envergadura, que probablemente no tiene 
parangón en otras Constituciones y leyes 
en la región latinoamericana. De hecho, 
la idea de la democracia participativa 
siempre fue pensada a partir de experien-
cias locales (sobre todo municipales, el 
ejemplo paradigmático es el presupues-
to participativo en Porto Alegre, Brasil), 
pero no ha sido proyectada todavía a una 
escala tan grande y tampoco goza de una 
legitimidad plena, otorgada por la propia 
Constitución. Sin embargo, cada una de 
estas instituciones presenta una estruc-
tura diferenciada y en algunos casos se 
trata de instituciones muy complejas que 
son muy difíciles de ser escrutadas por 
los ciudadanos. Así, en el caso boliviano, 
el Gobierno nacional debe ser objeto de 
control social (lo que implica una enorme 
dificultad técnica en términos de legiti-
midad y representatividad de los sujetos 
que ejercerán esta tarea, pero también de-
berán ser controladas las gobernaciones, 
los municipios e incluso las autonomías 
indígenas originarios (estas últimas a par-
tir de sus propios usos y costumbres). 

Estas escalas rebasan las experiencias 
de control social en Bolivia, particular-
mente la labor de los Comités de Vigilan-
cia establecidos en la Ley de Participa-
ción Popular, que se han acantonado en 
el ámbito municipal y cuyos resultados 
han sido bastante modestos (Ayo, 2004, 
Thevoz y Rojas, 200). Pero también parece 
haber sido sobrepasada la experiencia del 

25	 Las nociones de accountability vertical y horizontal, su diferencia y complementariedad,  han sido explicitadas 
por Guillermo O’Donnell (2004).  
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mecanismo del control social aplicado en 
el proceso denominado de “Diálogo Na-
cional” que intentó propiciar la participa-
ción de la sociedad civil en la deliberación 
sobre el destino y el uso de recursos de la 
cooperación internacional.

Ahora bien, aunque en la Constitu-
ción se determina que control social se 
ejercerá en todos los “niveles del Estado, 
y (en) las empresas e instituciones públi-
cas, mixtas y privadas que administren 
recursos fiscales”, más abajo (vi) se obliga 
a estas entidades a generar “espacios de 
participación y control”, pero no se iden-
tifica con claridad el tipo de “espacios” y 
procedimientos. Dado el régimen autonó-
mico que caracteriza el modelo político 
territorial boliviano, las entidades auto-
nómicas tendrán la prerrogativa de ela-
borar distintas variantes institucionales 
para hacer viable, en su jurisdicción, el 
dispositivo de y de hecho, los proyectos 
de estatutos autonómicos departamenta-
les incorporar capítulos específicos sobre 
control social y participación ciudadana. 

4. Los horizontes de la democracia 
participativa

Los dispositivos de control social cons-
tituyen pues objetos privilegiados para 
estudiar las relaciones entre el Estado y 
la sociedad civil en el contexto del actual 
proceso político. La aspiración a la demo-
cracia participativa es una de las mayores 
ambiciones de la nueva Constitución, que 
prevé y ampara importantes dispositivos 
institucionales para facilitar y asegurar la 
participación de las organizaciones socia-
les y de los ciudadanos y ciudadanas en las 
decisiones estatales (Coelho et al, 2010). 

Ahora bien, la distinción entre el Esta-
do y la sociedad civil es muy ambigua en 
la tradición filosófica y sociológica occi-
dental. El ámbito estatal ha sido asumido 

como la esfera donde se visualiza el inte-
rés general mientras que la sociedad civil 
expresaría los intereses privados. Plan-
teada de esa manera, esta distinción no 
resulta útil porque el Estado no siempre 
representa el interés de la sociedad civil, 
sino el interés de los grupos económicos 
y políticos dominantes, es decir intereses 
particulares o corporativos. La autonomía 
de ambas esferas, por lo tanto, sólo puede 
ser aceptada en la medida en que el Esta-
do se ha distanciado de la sociedad civil, 
que sería el ámbito de representación de 
ese interés general. Por lo tanto, la demo-
cracia participativa demanda que el Es-
tado garantice y promueva la autonomía 
social, valga la expresión, de las organi-
zaciones que forman parte del complejo 
entramado de la sociedad civil. 

El problema de fondo que subyace a 
las reformas constitucionales bolivianas 
es la renovación de los términos en los 
cuales se plantea la cuestión de la legi-
timidad democrática. Para apreciar este 
problema en su justa talla es preciso rea-
lizar un rápido contrapunto entre la de-
mocracia representativa y la democracia 
participativa. Es conocido que la fórmula 
representativa ha privilegiado un con-
trol de los gobernantes mediante el voto, 
que suele premiar o castigar –se dice– a 
una gestión política administrativa por 
los resultados logrados; se presume que 
dado la regularidad de las elecciones, el 
pueblo tiene un medio eficaz de ejercer 
cierta influencia sobre los gobernantes. 
No obstante, esa interpretación es limita-
da por dos razones: porque oculta o mi-
nimiza el carácter “plebiscitario” implíci-
to en las elecciones, que impide que los 
ciudadanos puedan discriminar objetiva-
mente entre lo “acertado” y lo “errado” 
del desempeño de un gobierno, y por la 
ambigüedad que implica la yuxtaposi-
ción de un juicio crítico sobre las acciones 
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gubernamentales pasadas con la elección 
(entre varias ofertas) de una perspecti-
va de futuro (Bernard Manin: 1998). Se 
sabe, asimismo, que las elecciones son un 
mecanismo extremadamente imperfecto 
de “responsabilización” de los políticos 
puesto que en ella intervienen elementos 
subjetivos que limitan la formación de 
un juicio colectivo objetivo (Przeworski, 
1998). 

En cambio, y más allá de los juegos 
de lenguaje que suscita su definición, la 
democracia participativa pretende garan-
tizar que los ciudadanos ordinarios (los 
“profanos” o no-especialistas de la polí-
tica) participen de diversas maneras en la 
discusión pero también en la definición 
de los asuntos colectivos de un país. Por 
lo tanto, los dispositivos empleados para 
ello aspiran a ampliar y profundizar la 
representación, transgrediendo así los 
límites clásicos de la democracia repre-
sentativa, basados en la radical distin-
ción entre el pueblo y sus representantes. 
En este caso, el mandato del gobernante 
debe ser periódicamente renovado a tra-
vés de acciones ejercidas por los propios 
ciudadanos sobre la gestión pública. In-
dudablemente, este hecho relativiza y 
debilita la distinción absoluta entre el 
representante y el representado, y mul-
tiplica las fuentes indirectas de poder en 
la sociedad civil. 

Lo sustantivo es que estos dispositi-
vos reformulan el tema de la legitimidad 
pero es importante destacar que estas 
instancias de control o de participación 
no anulan la legitimidad previa o legiti-
midad del mandato, ésta sigue actuando 
e incluso puede decirse que se conserva 
como la forma principal de legitimación; 
sin embargo, ella es complementada y en-
riquecida con otros dispositivos a través 
de los cuales se producen las interaccio-
nes entre el Estado y la sociedad civil y 

por ello el dispositivo de control social 
constituyen un formidable analizador 
para indagar sobre el tipo de relaciones 
que se entretejen entre los ciudadanos y 
los poderes públicos. 

En otros términos, los dispositivos 
participativos no disuelven a las institu-
ciones representativas, la nueva Constitu-
ción expresa un régimen hibrido o mixto 
en el cual se yuxtaponen y se comple-
mentan tradiciones políticas representati-
vas, democráticas, republicanas y comu-
nitaria. Esta constatación es importante 
porque a menudo la participación y la 
representación aparecen como sistemas 
políticos paradigmáticos y mutuamente 
excluyentes. En los hechos, desde la expe-
riencia boliviana, se puede demostrar que 
los dispositivos de la democracia partici-
pativa (el revocatorio, las asambleas y los 
cabildos, la iniciativa legislativa, etc.), se 
han articulado con las instituciones libe-
rales y representativas clásicas: las elec-
ciones a través del voto, la separación e 
independencia de poderes, los derechos 
individuales, etc. 

Conclusiones 

El dispositivo de control social previsto por 
la nueva Constitución constituye una gran 
oportunidad para renovar sustantivamente 
la legitimidad democrática del Estado bo-
liviano. Aún más: en el contexto del actual 
proceso político boliviano, desde el cual se 
han criticado de manera acerba las limita-
ciones de la democracia representativa y del 
sistema político tradicional, basados ambos 
en la autonomía del representante con re-
lación a sus mandantes, la ampliación y la 
profundización de los mecanismos de la 
democracia participativa, directa y comuni-
taria es uno de los desafíos centrales, si no 
el más importante, de todos los retos de la 
actual reforma política. 
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Asimismo, uno de los efectos espera-
dos de la aplicación del dispositivo del 
control social es la ampliación de los “lu-
gares” de la política, es decir, la transgre-
sión de los limites tradicionales dentro los 
cuales se despliega la práctica política (el 
sistema político, el parlamento, la elección 
de representantes, etc.) y su prolongación 
hacia la propia sociedad, hecho que im-
plica la politización de territorios sociales 
pero también la presencia de lo “social” 
en el terreno específico de la política. Se 
trata entonces de un proceso que tiene el 
potencial suficiente para reformular sig-
nificativamente las relaciones entre la so-
ciedad civil y el Estado. 

Es útil advertir nuevamente que los 
llamados “poderes de control” no forman 
parte de un horizonte político anti-demo-
crático o autoritario, como señala la críti-
ca conservadora, ellos son parte de una 
tradición democrática y ciudadana, cuya 
legitimidad proviene de los poderes indi-
rectos diseminados en la sociedad civil. 
Su finalidad no es el ejercicio directo del 
poder, sino el control permanente de los 
funcionarios y autoridades elegidas a tra-
vés del voto. 

El dispositivo tiene un alto poten-
cial democratizador, ciertamente, pero 
su realización depende de un conjunto 
complejo de factores que intervienen en 
su funcionamiento, pero éste está inserto 
en un contexto político complejo, carac-
terizado por el despliegue de una nueva 
hegemonía política, hecho que constitu-
ye al mismo tiempo una oportunidad y 
una amenaza. Si es verdad que la Cons-
titución Política del Estado ha reconocido 
y consagrado con gran fuerza la idea de 
la democracia participativa, rodeando al 
dispositivo de control social de enorme 
legitimidad, no es menos evidente que la 
alianza estratégica entre los movimientos 
sociales y el Estado ha redundado en una 

paulatina pérdida de autonomía y sentido 
crítico de los principales actores sociales, 
hecho que puede obliterar los procesos de 
control. 

Sin embargo, a pesar del fervor que 
suscita la idea - fuerza de la participación 
política, entre sus partidarios y teóricos, a 
veces se percibe cierta frustración, tal vez 
porque los imaginarios de una democra-
cia alternativa aún no pueden concretarse 
en instituciones radicalmente otras. Pues 
bien, para la aplicación plena y efectiva 
del dispositivo de control y para evitar su 
instrumentalización política son necesa-
rias al menos cinco condiciones. Primero, 
el ejercicio del control social requiere que 
los actores sociales involucrados tengan 
autonomía respecto a los poderes consti-
tuidos puesto que, como se ha recalcado a 
lo largo del texto: el control sólo es efecti-
vo y real cuando se ejerce desde un ámbi-
to externo al poder. Aquí se presenta pues 
una amenaza que proviene del contexto 
político –lo reitero– porque los movi-
mientos sociales más importantes del país 
(particularmente aquellos de base indíge-
na y campesina), desde 2005, han perdido 
paulatinamente su independencia con re-
lación al Gobierno y su capacidad de cri-
ticar las políticas públicas, carecen de una 
agenda propia y de una visión estratégica 
y de largo plazo del proceso político. 

Segundo, el control social no puede 
ser monopolizado por organizaciones 
sindicales de base indígena campesina sin 
correr el riesgo de desnaturalizarse, por el 
contrario debe aspirar a representar –en 
la medida de lo posible– la diversidad de 
la sociedad civil. Es decir, debe aspirar a 
expresar lo público, el interés común. Si 
se privilegia solamente el interés de esos 
grupos –cuyas organizaciones tienen una 
indudable capacidad para defender sus 
intereses corporativos– se terminará ex-
cluyendo en los hechos a otros sectores 
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sociales, que hoy en día carecen de esa 
capacidad de negociar sus intereses y de-
mandas con el Estado. Por lo tanto, una 
política democrática radical debe partir 
del principio que todos los individuos u 
organizaciones sociales tienen derechos 
similares para participar en acciones de 
control social. 

Tercero, las funciones que deben cum-
plir las instancias de control deben estar 
directamente relacionadas con la transpa-
rencia del Estado boliviano, una de cuyas 
condiciones es la publicación de informa-
ción relevante y útil para evaluar la cali-
dad de la gestión pública y las responsabi-
lidades de los gobernantes. El acceso a la 
información es la condición sine qua non del 
control social. Asimismo, la lucha contra la 
corrupción requiere no sólo de disposicio-
nes punitivas, sino de respuestas estructu-
rales, en ese sentido, puede convertirse en 
una instancia decisiva para limitar los da-
ños que produce la corrupción, es más pue-
de decirse que la función de control interna, 
estatal o pública (la llamada accountability 
vertical) nunca será tan efectiva como el 
control desde un ámbito externo. 

Cuarto: los organismos o encargados de 
ejercer este control deben a su turno rendir 
informes y transparentar su propio accio-
nar. Se trata pues de proyectar mecanismos 
que permitan controlar a los controladores, 
para obligar a los representantes de las ins-
tancias de control social a rendir cuentas 
de manera permanente frente a sus bases 
o mandantes de las acciones emprendidas. 
De hecho, la ausencia de transparencia y de 
rutinas de rendición de cuentas no involu-
cra solamente al Estado, sino también a las 
organizaciones de la sociedad civil. 

Quinto: las formas que adopte el dis-
positivo no deben ser encerradas por las 
leyes y reglamentos en un corsé rígido, 
en un formato único que inhiba la diver-

sidad y pluralidad de actores, prácticas 
y mecanismos de participación y control 
social. 
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